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Que conforme a lo dispuesto en el literal i) del artículo 156 de la Ley 1151 de 2007, los 
artículos 1° y 2° del Decreto-ley 169 de 2008 y el artículo 2° del Decreto 575 de 2013, la 
Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la 
Protección Social (UGPP), tiene la función de reconocimiento y administración de derechos 
pensionales de los servidores públicos del Régimen de Prima Media con Prestación Definida 
de entidades públicas del orden nacional que hayan tenido a su cargo el reconocimiento 
de pensiones, cuando se haya decretado o se decrete su liquidación o se defina el cese de 
actividades de quien esté desarrollando estas funciones. 

Que el Decreto 1132 de 1994, por el cual se reglamenta el Fondo de Pensiones Públicas 
del Nivel Nacional (FOPEP), estableció en el numeral 5 del artículo 2° que dicho Fondo 
tiene entre sus funciones la de sustituir a los Ministerios, Departamentos Administrativos 
y Establecimientos Públicos que tengan a su cargo el pago directo de pensiones legales, 
con aportes de la Nación. 

Que en consecuencia, es necesario regular lo concerniente al reconocimiento, la ad-
ministración de la nómina de pensionados y el pago de las mesadas pensionales de los ex 
servidores de los liquidados Distritos de Obras Públicas, que actualmente están a cargo del 
Instituto Nacional de Vías (Invías), para el traspaso de funciones a la Unidad Administrativa 
Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social (UGPP). 

DECRETA:
Artículo 1°. Asignación de competencias. A partir del 29 de diciembre de 2014, la función 

pensional de los liquidados Distritos de Obras Públicas que ha venido siendo administrada 
por el Instituto Nacional de Vías (Invías), será asumida por la Unidad Administrativa Es-
pecial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social (UGPP). 

En la fecha establecida en el inciso anterior, la Unidad Administrativa Especial de Gestión 
Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social (UGPP), deberá recibir la 
información correspondiente y en el mes siguiente se efectuará el respectivo pago a través 
del Fondo de Pensiones Públicas del Nivel Nacional (FOPEP). 

El Instituto Nacional de Vías (Invías), entregará un archivo plano con todos los datos 
necesarios donde se encuentre la nómina de pensionados a la entidad administradora del 
Fondo de Pensiones Públicas del Nivel Nacional (FOPEP), con antelación a la fecha en 
que se autorice el traslado por parte del Consejo Asesor del citado Fondo y una vez se haya 
aprobado el correspondiente cálculo actuarial. 

Para los anteriores efectos, se levantará un acta de entrega que deberá ser firmada por 
las entidades antes del traspaso a FOPEP. Dichos archivos deberán ser actualizados para la 
fecha en la cual se empiecen a realizar los pagos por parte del FOPEP. 

Artículo 2°. Cálculo Actuarial. La Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional 
y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social (UGPP) efectuará y llevará a término 
las acciones que conduzcan a la aprobación por parte del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público de los cálculos actuariales de los derechos pensionales que no se encuentren incluidos 
en los cálculos actuariales aprobados del Instituto Nacional de Vías (Invías).

Sin dichos ajustes al cálculo actuarial el Fondo de Pensiones Públicas del Nivel Nacional 
(FOPEP), no podrá realizar el pago de las respectivas mesadas pensionales. Para el efecto, 
el Fondo de Pensiones Públicas del Nivel Nacional (FOPEP), deberá cruzar cada seis (6) 
meses la nómina general de pensionados con el cálculo actuarial respectivo y aplicar los 
mecanismos de control establecidos para tales fines. 

Artículo 3°. Revisión y Revocatoria de Pensiones. La Unidad Administrativa Especial 
de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social (UGPP), deberá 
realizar las verificaciones de que tratan los artículos 19 y 20 de la Ley 797 de 2003. Para el 
efecto deberá proceder a la revocatoria del acto administrativo o a solicitar su revisión en 
los términos establecidos por las normas vigentes. 

Artículo 4°. Expedientes pensionales y laborales. La custodia y administración de los 
archivos laborales de los liquidados Distritos de Obras Públicas del entonces Ministerio de 
Obras Públicas y Transporte, continuarán a cargo del Instituto Nacional de Vías (Invías); 
por lo tanto, este deberá expedir las certificaciones de Historia Laboral que le requieran. 

La custodia y administración de los expedientes pensionales de dichos Distritos de Obras 
Públicas, luego de asumida la función pensional por la Unidad Administrativa Especial de 
Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social (UGPP), estará a 
cargo de dicha Unidad. 

Artículo 5°. Entrega de información. A partir de la fecha de entrada en vigencia de este 
decreto, el Instituto Nacional de Vías (Invías), deberá poner a disposición de la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (UGPP), las bases de datos, los aplicativos y la información completa relacionada con 
la función pensional de los liquidados Distritos de Obras Públicas del entonces Ministerio 
de Obras Públicas y Transporte, para que la UGPP pueda ejercer cabalmente sus funciones. 

Artículo 6°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación. 
Publíquese y cúmplase. 
Dado en Bogotá, D. C., a 20 de noviembre de 2014.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Mauricio Cárdenas Santamaría.

El Ministro del Trabajo,
Luis Eduardo Garzón.

La Ministra de Transporte,
Natalia Abello Vives.

La Directora de Departamento Administrativo de la Función Pública,
Liliana Caballero Durán.

dePartaMento adMinistrativo  
de la función Pública

Decretos

DECRETO NÚMERO 2351 DE 2014

(noviembre 20)

por el cual se regula la prima de servicios para los empleados públicos  

del nivel territorial.

El Presidente de La República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucio-
nales y legales, en especial de las previstas en la Ley 4ª de 1992, y 

CONSIDERANDO:
Que la Constitución Política, en el artículo 150, numeral 19, literales e) y f), faculta al 

Gobierno Nacional para fijar el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, 
de los miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública y regular el régimen de 
prestaciones sociales mínimas de los trabajadores oficiales, de conformidad con los objetivos 
y criterios señalados en la ley. 

Que en desarrollo de la anterior disposición constitucional el Congreso de la República 
expidió la Ley 4ª de 1992, señalando las normas, objetivos y criterios que debe observar 
el Gobierno Nacional para la fijación del régimen salarial y prestacional de los empleados 
públicos, entre ellos, los de los niveles departamental, distrital y municipal y de las presta-
ciones sociales de los trabajadores oficiales, consagrando en el artículo 12 de la citada ley 
que las corporaciones públicas territoriales no podrán arrogarse esta facultad. 

Que mediante el Decreto 1919 de 2002 se extendió el régimen prestacional de los 
empleados públicos de la Rama Ejecutiva del Poder Público del Orden Nacional a los 
empleados de las entidades territoriales señaladas en su campo de aplicación. 

Que los empleados públicos de la Rama Ejecutiva del Orden Nacional, perciben la prima 
de servicios en los términos señalados en el Decreto-ley 1042 de 1978 y en las normas que 
lo han modificado y adicionado. 

Que el Decreto ley 1042 de 1978, de conformidad con lo señalado en el artículo 1° y en 
la sentencia C-402 de 2013, es aplicable únicamente a los empleados públicos de la Rama 
Ejecutiva del Orden Nacional. 

Que las entidades territoriales han solicitado al Gobierno Nacional extender dicho 
beneficio salarial a los empleados públicos del nivel territorial. 

Que para la fijación del régimen salarial el Gobierno Nacional debe respetar los prin-
cipios señalados en la Ley 4ª de 1992, la cual consagra que todo régimen salarial debe 
sujetarse al marco general de la política macroeconómica y fiscal, la racionalización de los 
recursos públicos y su disponibilidad, esto es, las limitaciones presupuestales para cada 

organismo o entidad. 
Que el Gobierno Nacional considera viable la regulación de la prima de servicios para 

los empleados públicos del nivel territorial, en los mismos términos y condiciones señaladas 
para los empleados públicos de la Rama Ejecutiva del Orden Nacional, en el Decreto-ley 
1042 de 1978 y demás normas que lo modifican o adicionan. 

En mérito de lo expuesto, 
DECRETA:

Artículo 1°. Todos los empleados públicos vinculados o que se vinculen a las entida-
des del sector central y descentralizado de la Rama Ejecutiva del Orden Territorial, a las 
Asambleas Departamentales, a los Concejos Distritales y Municipales, a las Contralorías 
Territoriales, a las Personerías Distritales y Municipales y el personal administrativo del 
sector educación, tendrán derecho, a partir de, 2015, a percibir la prima de servicios de que 
trata el Decreto Ley 1042 de 1978 en los mismos términos y condiciones allí señalados y 
en las normas que lo modifican, adicionan o sustituyan. 

Parágrafo. El personal docente se regirá en materia de prima de servicios por lo consa-
grado en el Decreto 1545 de 2013 y en las normas que lo modifiquen, adicionen o sustituyan. 

Artículo 2°. La prima de servicios de que trata el presente decreto se liquidará sobre los 
factores de salario que se determinan a continuación: 

a) La asignación básica mensual correspondiente al cargo que desempeña el empleado 
al momento de su causación. 

b) El auxilio de transporte. 
e) El subsidio de alimentación. 
Parágrafo. El auxilio de transporte y el subsidio de alimentación constituirán factor para 

la liquidación de la prima de servicios cuando el empleado los perciba. 
Artículo 3°. La prima de servicios que se crea en el presente decreto es incompatible 

con cualquier otra bonificación, prima o elemento salarial que perciban los empleados de 
la Rama Ejecutiva del nivel territorial por el mismo concepto o que remuneren lo mismo, 

independientemente de su denominación, origen o su fuente de financiación. 
Artículo 4°. Ninguna autoridad territorial podrá modificar el presente Decreto, en con-

cordancia con lo establecido en el artículo 10 de la Ley 4ª de 1992. Cualquier disposición 
en contrario carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos. 

Artículo 5°. El Departamento Administrativo de la Función Pública es el órgano 
competente para conceptuar en materia salarial y prestacional. Ningún otro órgano puede 
arrogarse esta competencia. 
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Artículo 6°. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación, y deroga 
las disposiciones que le sean contrarias, en especial los Decretos números 1467, 1468 y 
1469 de 2014.

Publíquese y cúmplase. 
Dado en Bogotá, D. C., a 20 de noviembre de 2014.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Mauricio Cárdenas Santamaría.

La Directora del Departamento Administrativo de la Función Pública,
Liliana Caballero Durán.

suPerintendencias

Superintendencia Nacional de Salud

resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 002454 DE 2014

(noviembre 19)
por medio de la cual se suspende la atención al usuario y los términos procesales en las 

actuaciones que se surten ante la Superintendencia Nacional de Salud.

El Viceministro de Protección Social del Ministerio de Salud y Protección Social en-
cargado de las funciones del despacho del Superintendente Nacional de Salud, en ejercicio 
de sus facultades legales y reglamentarias, en especial las conferidas por el Decreto 2462 
de 2013, Decreto 2164 de 2014, y

CONSIDERANDO:
Que el numeral 2 del artículo 4° del Decreto 943 de 2014 “por el cual se actualiza 

el Modelo Estándar de Control Interno (MECI)” establece que las entidades y organis-
mos que cuentan con un MECI implementado, deberán realizar los ajustes necesarios 
para adaptar en su interior los cambios surtidos en su actualización, dentro de los siete 
meses siguientes a la publicación del decreto. Para el efecto, las entidades deberán 
cumplir las fases previstas en la norma citada, esto es, tendrán hasta el 20 de noviembre 
para culminar la Fase 4 de Ejecución y Seguimiento, y hasta el 20 de diciembre para 
completar la Fase 5 de Cierre.

Que de conformidad con lo señalado en el decreto citado, uno de los productos mínimos 
del “Modelo de Operación por Procesos” del “Módulo de Control de Planeación y Gestión” 
del MECI:2014 es la “divulgación de los procedimientos: instrumentos, herramientas, eventos 

de difusión y/o demás actividades que demuestren la socialización y difusión del Mapa de 

procesos y los procedimientos de la entidad (cartillas, correos electrónicos, cartelera de 

la Entidad, concursos, actividades entre otros) (…)”.

Que de conformidad con lo señalado en el parágrafo 1° del artículo 2° de la Ley 872 
de 2003, “por la cual se crea el sistema de gestión de la calidad en la Rama Ejecutiva 

del Poder Público y en otras entidades prestadoras de servicios”, la máxima autoridad 

de cada entidad pública tendrá la responsabilidad de desarrollar, implementar, mantener, 

revisar y perfeccionar el Sistema de Gestión de la Calidad que se establezca de acuerdo 
con lo dispuesto en dicha norma.

Que mediante Decreto 2462 de 2013 se modificó la estructura de la Superintendencia 
Nacional de Salud, lo cual hace necesario ajustar el Sistema de Gestión de la Calidad a la 
nueva estructura institucional.

Que mediante la Resolución 678 de 2014 de la Superintendencia Nacional de Salud, se 
adoptó un Sistema Integrado de Gestión con el fin de implantar y mejorar continuamente un 
modelo de operación por procesos, que permita desarrollar procedimientos ágiles, confiables 
y optimizar el funcionamiento de la entidad y la calidad del servicio al cliente.

Que de acuerdo con las normas que regulan los temas enunciados, es de carácter obli-
gatorio la implementación y divulgación del MECI y del Sistema de Gestión de la Calidad, 
con el fin de socializar y difundir el mapa de procesos y los procedimientos de la entidad.

Que con base en lo anterior, para el año 2014 la Secretaría General de la Superintendencia 
Nacional de Salud, a través del Grupo de Talento Humano, definió un Plan de Bienestar 
Laboral e Incentivos, una actividad cuyo fin es socializar, entre otros, los procesos, proce-
dimientos y la plataforma estratégica.

Que el Grupo de Talento Humano programó dicha actividad para el 21 de noviembre de 
2014, con la participación de todos los funcionarios de la entidad, durante la jornada laboral.

Que el desarrollo de estas actividades implica la interrupción del normal funcionamiento 
de la entidad, razón por la cual se hace necesario suspender el día viernes 21 de noviembre 
de 2014 la atención al usuario y los términos procesales en las actuaciones administrativas 
que adelanta la entidad.

Que en mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Suspender el día viernes 21 de noviembre de 2014 la atención al usuario 
en todos los puntos de atención y los términos procesales en las actuaciones que se surten 
ante la Superintendencia Nacional de Salud, de conformidad con lo expuesto.

Artículo 2°. Publicar esta resolución en el Diario Oficial y en la página web de la 

Superintendencia Nacional de Salud.

Artículo 3°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación.
Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 19 de noviembre de 2014.
El Viceministro de Protección Social del Ministerio de Salud y Protección Social En-

cargado de las Funciones del Despacho del Superintendente Nacional de Salud,
Norman Julio Muñoz Muñoz.

(C. F.).

Superintendencia de Notariado y Registro 
Instituto Colombiano de Desarrollo Rural

instrucciones conjuntas

INSTRUCCIÓN CONJUNTA NÚMERO 13 DE 2014

INSTRUCCIÓN CONJUNTA NÚMERO 251 DE 2014

 (noviembre 13)
Para: Directores territoriales de Incoder y Registradores de Instrumentos Públicos 

del país.
De: Gerente General de Incoder y Superintendente de Notariado y Registro. 
Asunto: Sentencias de Declaración Judicial de Pertenencia sobre Terrenos presunta-

mente Baldíos y acciones a seguir.
  Cumplimiento Sentencia T-488 de 9 de julio de 2014
Fecha: 13 de noviembre de 2014
Fecha: 13 de noviembre de 2014.
Señores Registradores de Instrumentos Públicos y Directores Territoriales:
La Superintendencia de Notariado y Registro, en el ejercicio de las funciones de 

inspección y vigilancia, ha advertido un número considerable de sentencias judiciales 
de declaración de pertenencia sobre predios con indicio certero de ser terrenos baldíos 
de la Nación, toda vez que si bien en ocasiones cuentan con cédula catastral, no poseen 

antecedente registral o este corresponde a falsa tradición como por ejemplo declaración 
de mejoras sobre terrenos baldíos de la Nación, incumpliendo a primera vista con lo es-
tablecido en la normatividad agraria vigente para acreditar la propiedad privada. Se han 
identificado casos en que los Jueces de conocimiento deciden declarar la prescripción 
adquisitiva del derecho de dominio, sin vincular a Incoder, entidad competente para 
establecer la verdadera naturaleza jurídica de estos inmuebles y por lo tanto sin la plena 
seguridad de ser predios privados.

Por otro lado, la honorable Corte Constitucional en Sentencia T-488 de 9 de julio de 
2014, dentro de la acción de tutela con ponencia del Magistrado Jorge Iván Palacio Palacio, 
ordenó expresamente:

“Sexto. Ordenar: a la Superintendencia de Notariado y Registro expedir, dentro de 

las dos (2) semanas siguientes a la notificación de esta providencia, una directriz general 
dirigida a todas las oficinas seccionales en las que: a) explique la imprescriptibilidad de 
las tierras baldías en el ordenamiento jurídico colombiano; b) enumere los supuestos de 

hecho y de derecho que permitan pensar razonablemente que se trata de un bien baldío; y 

c) diseñe un protocolo de conducta para los casos en que un juez de la república declare 

la pertenencia sobre un bien presuntamente baldío. Copia de la misma deberá ser enviada 

a la Sala Quinta de Revisión de la Corte Constitucional”.

En este orden de ideas, a fin de dar cumplimiento a lo ordena o por la Corte Constitu-
cional, se expide la presente instrucción conjunta con el Incoder y la SNR, para Registra-
dores, Calificadores, Directores Regionales y Directores Técnicos del Incoder con el fin 
de orientarlos en la identificación de los casos en que presuntamente prescriben terrenos 
baldíos de la Nación, y el trámite que debe adelantarse ante las providencias de declaración 
judicial de pertenencia.

Lo anterior, teniendo en cuenta los siguientes fundamentos jurídicos:
I. Naturaleza jurídica de los predios baldíos

Los baldíos, son inmuebles rurales (los baldíos nacionales no solamente son de 
carácter rural, también existen predios baldíos urbanos, cuya administración recae 

sobre las entidades municipales de acuerdo al artículo 123 de la Ley 388 de 1997 sin 
ser óbice, que quien determina o clarifica la propiedad de esta clase de predios, es el 
Incoder, por lo que es pertinente omitir la palabra “rurales”), que se encuentran dentro 
del territorio nacional y que le pertenecen al Estado por carecer de dueño, tienen la 

calidad de bienes fiscales y están destinados a ser adjudicados a las personas en el caso 
que así lo sean y que cumplan los requisitos exigidos por ley, así, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 150 numeral 18 de la Constitución Política, el Congreso de 
la República mediante el artículo 65 de la Ley 160 de 1994, señaló el régimen jurídico 
de los baldíos, en los siguientes términos:

“La Propiedad de los terrenos baldíos adjudicables, solo puede adquirirse mediante 

título traslaticio de dominio otorgado por el Estado a través del Instituto Colombiano de 

la Reforma Agraria, o por las entidades públicas en que delegue esta facultad.

Los ocupantes de tierras baldías, por ese solo hecho, no tienen la calidad de poseedores 

conforme al Código Civil, y frente a la adjudicación por el Estado solo existe una mera 

expectativa”.
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